	Fecha
	2 de noviembre de 1918
	Sesión número
	111

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Ester Ávila Zúñiga de Madrigal

	Tutelado: Alberto Madrigal

	Recurrido: Alcalde Primero de Alajuela

	Objeto del recurso: La recurrente reclama que el tutelado permanece detenido e incomunicado desde hace más de 22 días por orden del recurrido, sin existir auto formal de detención en su contra.

	Respuesta del recurrido: El tutelado está detenido por estafa. Contra él existe auto de detención, y el plazo de incomunicación se prorrogó mediante el procedimiento fijado al efecto.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (procesado penal). El Mag. Fernández salva el voto y declara con lugar el recurso, invocando la falta de formalidades del auto de detención frente a un arresto tan prolongado. El Conjuez Anderson salva el voto debido a considerar indispensable examinar los autos.


N° 111
SESIÓN ORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a la una y quince minutos de la tarde del dos de noviembre de mil novecientos dieciocho. Asistieron los señores Magistrados: Brenes (Presidente accidental), Jiménez, Dávila, Vargas Pacheco, Zelaya, Rodríguez, Vargas Quesada, Solórzano, Fernández y Castro Saborío; y el Conjuez Licenciado Luis Anderson Morúa.

Artículo II
Fue tomado en consideración el recurso de Hábeas Corpus interpuesto por la señora ESTER ÁVILA ZÚÑIGA de MADRIGAL, vecina de Heredia, a favor de su esposo ALBERTO MADRIGAL, único apellido, quien permanece preso en la Cárcel de Alajuela a la orden del Alcalde Primero de aquella ciudad. Alega la recurrente que su citado esposo se encuentra detenido desde hace veintidós días e incomunicado, sin que hasta la fecha que ella sepa haya contra él auto formal de detención, conforme lo exige el artículo 30 de la Constitución Política; que ignora el motivo de tal arresto, el cual según el artículo 30 citado no podrá exceder de tres días, ni la incomunicación más de diez, según lo determina el artículo 278 del Código de Procedimientos Penales, a menos que las circunstancias exigieran que fuera renovada por igual tiempo, pero en este caso ha debido comunicarse la orden al Supremo con una relación motivada, lo cual, según entiende, no se ha hecho. Pedido informe a dicho Alcalde, dio el que en lo conducente dice: “Alberto Madrigal es inculpado como autor en una sumaria que instruyo por el delito de estafa en perjuicio de Samuel Castro Vargas, cometido por varios. Fundado en las declaraciones del ofendido, de cinco testigos y de un co-indiciado, y en la confesión de Madrigal, dicté contra éste a las diez de la mañana del doce de octubre pasado auto de detención provisional… decreté el secreto de la investigación y la incomunicación de los detenidos con las formalidades de ley. Al cumplirse el periodo de la incomunicación, los motivos por haberla ordenado subsistían, por ello decreté su renovación, y precisamente hoy ha cesado por haber transcurrido el término por que fue decretada y por considerarla innecesaria ya”. Puesto a discusión el asunto, el Magistrado Fernández propuso que se pidiera al Alcalde ampliación de su informe acerca de si en el auto de detención dictado contra el señor Madrigal se habían guardado las formalidades que exige el artículo 30 de la Constitución Política; y el Conjuez Anderson hizo moción para que se pidieran los autos originales ad effectum videndi, a fin de estudiar mejor el asunto. El Tribunal desestimó ambas proposiciones por creer que con los datos hasta ahora existentes podía resolverse el recurso desde luego; y recibida la votación del caso, se declaró, por mayoría de votos, sin lugar el recurso interpuesto, por haber un auto de detención contra Madrigal, dictado por autoridad competente, y por no estarse en ninguno de los casos del artículo 8° de la Ley N° 4 de 13 de noviembre de 1909. El Magistrado Fernández declaró con lugar el recurso fundado en que, siendo una garantía constitucional la que establece el artículo 30 citado, referente a la forma especial que debe revestir el auto de detención cuando pasa de tres días, y careciéndose del informe preciso al respecto, juzgaba procedente el recurso por lo ilegal en cuanto a la manera de prorrogar el arresto del detenido, y de acuerdo con los artículos 1°, 7° y 9° de la Ley de Hábeas Corpus. El Conjuez Anderson salvó su voto por estimar que sin ver los autos no estaba preparado para resolver el recurso.
